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INTRODUCCIÓN

Reconociendo la necesidad de llevar adelante una política que jerarquice la relación entre los trabajadores y el Estado empleador, en el año 2003 se elaboró un diagnóstico que describe el cuadro de situación del personal de la administración que colabora en la toma de decisiones y modificaciones normativas y de reordenamiento de la carrera administrativa.

Diagnóstico situacional (antes del comienzo de paritarias).

Para establecer los lineamientos de la carrera administrativa con nuevos sistemas de valoración y criterios flexibles de movilidad de personal, así como definir la conveniencia o no de establecer un convenio colectivo marco para todo el personal de la administración pública, se impone como tarea primordial identificar los problemas derivados de los regímenes existentes, visualizando aquellos que correspondan a deficiencias en su formulación y los que devienen de incumplimientos de la normativa vigente; precisar, en definitiva, cuáles son problemas estructurales y cuáles son operativos o de gestión. 

Informe cuantitativo por régimen estatutario

La dotación general
En la Administración Pública Provincial prestan servicios 425.500 personas,  de las cuales el 71% revista en planta permanente, el 26% en la planta temporaria y el 3% se desempeña con diversas modalidades sin relación de empleo. 

La planta permanente incluye a los funcionarios sin estabilidad y autoridades superiores (cuyo número va variando por modificaciones en las estructuras), mientras que en la planta temporaria está comprendido el personal transitorio, asesores, secretarios privados, contratados por locación de servicios, entre otros. 

Según datos del último Censo Nacional de Población y Vivienda (2001), viven en la provincia de Buenos Aires 13.818.677 personas (8.684.953 en el conurbano y 5.133.724 en el resto del territorio bonaerense).
 Los agentes del Poder Ejecutivo provincial, Poder Judicial y Poder Legislativo, sin contar los municipios, según la cifra más alta entre las fuentes consultadas, son 425.500
, por lo tanto la relación cantidad de empleados públicos/habitantes es de 30.8 /1000 habitantes. 

En términos relativos la provincia de Buenos Aires mantiene una proporción baja en comparación con otras; por ejemplo La Rioja tiene una proporción de 85 /1000 empleados por habitantes y Santa Cruz 86/1000 
. 

Distribución por régimen laboral

El 97% del personal de la Administración Pública Provincial
 (planta permanente y temporaria) está comprendida en cinco regímenes: Docentes-Ley 10.579 (55.33%), Ley 10.430 (24.61%) Policía-Decreto-Ley 9550 (11.78%), Carrera Profesional Hospitalaria –Ley 10471 (2.71%) y Servicio Penitenciario –Decreto Ley 9578 (2.66%).

El 3% restante abarca el personal de plantas permanente y temporaria de los siguientes regímenes:

	Personal de Casinos (CCT)

	Personal Astilleros (CCT)

	Personal Dirección de Vialidad Ley 10.328

	Personal Ferroviario (CCT)

	Actividades Artísticas Ley 12.268

	Personal ex OSBA Ley 10.384

	Personal gráfico. Ley 10.449

	Carrera Investigador Científico y Tecnológico (Decreto-Ley 9688)

	Personal de Apoyo a la Investigación y Desarrollo

	Personal de OCEBA (CCT 36/75)

Clero (Ley 8.815)


No se han podido obtener datos estadísticos de distribución del personal por sexo. En la Dirección Provincial de Igualdad de Oportunidades (Secretaría de Derechos Humanos), se están realizando estudios de género pero no disponen en este momento de un informe actualizado del tipo requerido para el presente.

Nivel de instrucción 

Los porcentajes más representativos del nivel de educación con respecto a los distintos regímenes de empleo son: 

	Nivel Educativo
	Regímenes Estatutarios
	Porcentaje
	Cantidad de Agentes

	Nivel Primario
	Personal Ferroviario
	73 %
	1.372

	
	Policía
	69 %
	30.584

	
	Servicio Penitenciario
	57 %
	5.692

	
	Ley 10.328 (Vialidad)
	53 %
	714

	Nivel Secundario
	Prácticas Rentadas
	77 %
	719

	
	Clero
	47 %
	21

	
	Ley 10.430
	44 %
	19.109

	
	Contratos de Locación de Obra
	43 %
	309

	Nivel Terciario
	Docentes
	45 %
	263

	
	Personal de Apoyo a la Investigación y Defensores de Seguridad
	19 %
	94

	
	Personal Astilleros
	17 %
	317

	
	Ley 10.430
	14 %
	6.068

	Nivel Universitario
	Investigadores Científicos
	100 %
	169

	
	Carrera Profesional Hospitalaria
	96 %
	9.807

	
	Contratos de Locación de Servicios 

Ley 6.012
	85 %
	103

	
	Becas
	79 %
	4.223

	
	Personal Jerárquico Superior
	78 %
	630


Los porcentajes del total de la Provincia en cuanto a nivel de educación, sin contar con los datos de la Dirección General de Cultura y Educación, son los siguientes:

	Sin instrucción
	1%

	Nivel primario
	40%

	Nivel secundario
	32 %

	Nivel terciario
	7 %

	Nivel universitario
	20%


Algunas líneas de conclusión 

Del diagnóstico a diciembre de 2003 surge como prioritario recuperar la legalidad, volver a encuadrar el accionar del Estado como empleador en los términos fijados por la legislación vigente, recuperar el apego por la norma y el respeto a las reglas de juego con miras a una administración eficaz, eficiente, transparente y que logre disminuir al máximo las prácticas irregulares en perjuicio del propio Estado, de sus trabajadores en particular y del pueblo bonaerense en general.

De los regímenes analizados en razón de la conflictividad que presentan, se exponen los principales temas que requieren atención y decisión:

· Definición de las plantas de personal de las distintas jurisdicciones.

· Regularización del personal que permanece bajo figuras precarias que no generan relación de empleo, no tienen aportes a la seguridad social ni estabilidad y desempeñan funciones propias de la planta permanente o temporaria. 

· Regularización del sistema de ingreso a la Administración, respetando los mecanismos previstos en la ley.

· Regularización de los cargos jerárquicos interinos (jefaturas de departamento y subdirecciones) mediante concursos o procedimientos de selección excepcionales, a la vista de las representaciones gremiales de los interesados/as. 

· Análisis del régimen retributivo, con el propósito de evaluar la posibilidad de concretar una recomposición salarial
 equitativa. 

· Modificación el régimen básico (Ley 10.430 y regímenes análogos) para reinstalar la carrera profesional administrativa mediante la evaluación de competencias.

· Cumplimentar lo dispuesto en la Constitución provincial en materia de convenciones colectivas para los trabajadores estatales.

CONVENCIONES COLECTIVAS EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

El primer antecedente de las Negociaciones Colectivas en La Provincia de Buenos Aires, fue el Título III del Decreto de necesidad y urgencia dictado en acuerdo de ministros en febrero de 1991, reglamentado por Decreto N° 1198, en mayo del mismo año. Estas  normas reconocen al Poder Ejecutivo la potestad de recurrir a la negociación colectiva en numerosas materias que hacen a la relación entre el Estado y sus empleados. Si bien estaban vigentes, nunca llegaron a aplicarse.

 En la reforma de 1994, se incorpora en la Constitución de la Provincia  (artículo 39 inciso 4) el derecho de los trabajadores del sector público a negociar colectivamente sus condiciones laborales. La disposición trae como consecuencia fundamental que todo cambio de las condiciones de trabajo (remuneraciones, carrera, régimen de licencias, etc.) deberá ser acordado por el Estado empleador con los representantes de los trabajadores.

El citado artículo establece: “Sin perjuicio de lo establecido en el art. 103, inc. 12 de esta Constitución, la Provincia garantiza a los trabajadores estatales el derecho de negociación de sus condiciones de trabajo y la sustanciación de los conflictos colectivos entre el Estado provincial y aquellos a través de un organismo imparcial que determine la ley. Todo acto o contrato que contravenga las garantías reconocidas en el presente inciso será nulo”. 

En diciembre de 2000 la Legislatura Provincial sancionó  una ley sobre negociación colectiva que fue vetada por el Poder Ejecutivo. 

A finales del año 2003, el gobierno provincial convoca a las asociaciones sindicales representantes de los trabajadores regulados por la Ley N° 10430, y de todos aquellos regímenes en que dicha ley es de aplicación supletoria, a conformar una mesa de diálogo. Este ámbito, coordinado por el Ministerio de Trabajo de la Provincia, comenzó a trazar, a través del consenso, las líneas de acción que subsanaran las situaciones descriptas en el diagnóstico.

En primer término, surgió la necesidad de encontrar un marco legal que regule la actividad de dicha mesa, determinando las representaciones, los principios rectores de la negociación y las temáticas sometidas a discusión. 

Paralelamente, se conformaron nuevos espacios de discusión con gremios representantes de trabajadores docentes y judiciales. 

En la Dirección General de Cultura y Educación, por exigencia del Frente Gremial Docente, se adoptó el criterio de representación sólo a través de los gremios que tienen representación mayoritaria, quedando excluidos los gremios minoritarios en la jurisdicción. 

El Frente Gremial Docente está integrado por SUTEBA y FEB, quienes representan al personal docente activo. En este caso, el gobierno estuvo representado por el Director General de Cultura y Educación, sin la mediación del Ministerio de Trabajo de la Provincia.

En ese marco se consensuó un proyecto de Ley de Negociaciones Colectivas para el sector docente que fue remitido por el Poder Ejecutivo a la Legislatura en el mes de junio del corriente año.

En la mesa de diálogo conformada con los trabajadores judiciales se consensuó un proyecto de ley que se encuentra sometido a consideración de la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires.

En diciembre del 2004 el Gobernador Felipe Solá dictó el Decreto N° 3087/04 producto del consenso logrado con las representaciones sindicales en la mesa de diálogo. 

Por otra parte, en noviembre de 2005 se constituyó una Comisión Redactora derivada del nivel de Negociación general a los efectos de estudiar y redactar el Proyecto de Ley que reemplace al citado Decreto.

En los primeros días del mes de abril del corriente año, la Legislatura de la provincia de Buenos Aires trasformó en Ley el proyecto de Convenciones Colectivas de Trabajo para los empleados públicos, Esta ley se registró bajo el número 13453.

Algunos de los logros más significativos obtenidos en las Negociaciones Colectivas, tanto a nivel General como sectorial, fueron:

1. A partir del 1 de julio de 2005 se acordó en las negociaciones colectivas a nivel general que toda designación de subdirector y jefes de departamento sea realizada por proceso de selección  tomando como base la Guía orientativa para selección de personal elaborada por la Subsecretaria de la Gestión Pública.  
2. Se realizó un informe actualizado de la cantidad de trabajadores precarizados de los distintos organismos de la Administración Pública en condiciones para el pase a planta permanente. Esta situación fue tratada en paritarias sectoriales logrando la regularización de aproximadamente 10.000 trabajadores.

3. Se conformó durante 2005 una Subcomisión de la Carrera Administrativa a fin de avanzar en la reformulación del régimen de empleo público y recuperar la carrera profesional administrativa.

4. Se consensuó la realización de un programa de terminalidad de estudios primarios y secundarios para todos los empleados de la Provincia.

Cobertura interina de cargos jerárquicos

En el marco de las negociaciones colectivas entre la Provincia y los gremios, desde el 2005 la Subsecretaría participa activamente de la reunión paritaria general y de la Subcomisión de Carrera. En este ámbito, funcionarios y representantes gremiales acordaron que las designaciones interinas en cargos jerárquicos se realizarán previa selección de postulantes, como una instancia de tránsito hasta tanto se ordene definitivamente la carrera profesional administrativa en la Provincia. 

Con el afán de facilitar la implementación de los procesos de selección en cada organismo o jurisdicción,  la Subsecretaría de la Gestión Pública elaboró una Guía destinada a orientar la tarea de los responsables de llevar a cabo procesos de selección en cada dependencia.

Con este objetivo, el texto describe sintéticamente las características de cada momento y define los instrumentos que demanda la puesta en marcha del proceso de selección. A partir de este esquema, podrán realizarse las adecuaciones necesarias según el plan estratégico o institucional, el perfil de los puestos y demás cuestiones que se presenten en cada oportunidad.

Guía de selección de personal para la Cobertura interina de cargos jerárquicos
 

Finalidad: selección del personal más idóneo para desempeñar y/o cubrir cargos jerárquicos.

Modalidad: Interna, intrajurisdicción o interjurisdicción.

Principios que orientan el procedimiento:

· Igualdad de oportunidades

· Imparcialidad

· Idoneidad

· Transparencia

Medios para lograrlo: 

· Participación de los actores involucrados (Estado y sindicatos)

· Publicidad

· Eficacia, fiabilidad y validez de los instrumentos de evaluación que se utilicen.

En este apartado enumeramos la secuencia de un proceso de selección ideal. 

Actos preparatorios:

- Verificación de vacante de jefatura de departamento o subdirección, informada por el Organismo Sectorial de Personal.

- Cargo
 presupuestado, certificado por la DGA.

Sustanciación 

El pedido de convocatoria a la selección debe ser formulado por:

- Autoridad de jerarquía no inferior a Director, responsable del área donde está la vacante.

- Las entidades gremiales o trabajadores/as interesados/as.

Inicio del expediente

Una vez que las autoridades competentes tomaron la decisión de cubrir los cargos vacantes en unidades orgánicas aprobadas, se formaliza el pedido mediante una nota que es la que inicia el expediente. 

El texto constará de la siguiente información:

- Identificación del cargo y ubicación dentro de la estructura.

- Inserción del puesto
 en el plan operativo, institucional o estratégico. 

- Perfil requerido para el desempeño del puesto al que se aspira.

Perfil del puesto

El perfil proporciona indicadores de conocimientos y comportamientos requeridos para la función.

Requisitos

Luego de conformado el expediente, interviene el Organismo Sectorial de Personal (OSP) a efectos de: 

- Informar los requisitos mínimos y específicos que deberán cumplir los aspirantes según el puesto del que se trate, 

- Formular todas las observaciones que, en el marco de la normativa vigente, resulten aplicables y orienten a los decisores (o a las autoridades).

Por su parte, la Dirección General de Administración (DGA) deberá confirmar la existencia de crédito presupuestario para atender la erogación que resulta de la cobertura del cargo.

Marco para la definición del perfil del puesto

Planificación con enfoque estratégico:

Plan estratégico


Plan institucional


Plan operativo


Programa


Proyecto

Decisión de la convocatoria 

Reunida la información, la autoridad máxima del organismo puede: convalidar el pedido o bien denegarlo.

En el primer caso, instruirá expresamente a la OSP para: 

a) Convocar a los representantes de los sindicatos con actuación en el organismo para -en lo posible- firmar un acta acuerdo. Allí se dejará constancia de: 

- Conformidad para llevar adelante el proceso de selección.

- La/s forma/s de participación (integrantes de la UTS o veedores).

- Acuerdo sobre la propuesta de reglamento e instrumentos de selección que se utilizarán.

- Apertura de la convocatoria (selección cerrada o abierta a trabajadores/as de otras dependencias).

- Otros componentes que en cada caso serán determinados por la autoridad convocante. 

b) Una vez firmado el acuerdo, convocar a los organismos y personas que integrarán la Unidad Técnica de Selección (UTS) e invitar a los sindicatos a que designen sus representantes o veedores.

Veedores

Están habilitados para realizar el seguimiento del proceso completo de selección. En este sentido podrán: 

- Acceder al expediente completo en cualquier etapa.

- Dejar constancia de las observaciones que consideren pertinentes.

- Solicitar informes o propuestas.

- Asistir y acceder a las pruebas de oposición.

- Realizar toda otra actividad que contribuya a resguardar los principios que orientan los procesos de selección.

c) Elaborar el acto administrativo de convocatoria 

que corresponda (Resolución, Disposición), 

en el que constarán, entre otros aspectos:  

- Fundamentos con reseña de los actos prepara  torios.

- Constancia del carácter formalmente no vinculante del acto. 

- Detalle del personal que participará de la se-lección.

- Carácter de la selección (cerrada o abierta).

- Constitución de la Unidad Técnica de Selección.

- Aprobación del Reglamento de la Selección
. 

- Disposición de difusión amplia de la actividad.

Unidad Técnica de Selección (UTS)

Integración UTS

- Director/a Provincial y Director/a del área interesada. 

- El/la titular de la Delegación de la Dirección Provincial de Personal de la Provincia  (OSP) donde se realiza el concurso.

- Un/a representante por cada gremio con actuación en el Organismo cuando no actúen como veedores.

- La Dirección Provincial de Igualdad de Oportunidades, y especialistas o representantes de organismos, técnicos o profesionales, cuando sean requeridos.

Veedores

- Subsecretaría de la Gestión Pública y Dirección Provincial de Personal.

- Un/a representante por cada gremio con actuación en el Organismo, cuando actúen como tales.

Atribuciones

- Elaborar su propio reglamento  de funcionamiento.

- Evaluar las competencias ético institucionales, técnico profesionales y actitudinales, mediante ponderación de antecedentes, pruebas de oposición, entrevista psicológica y otros instrumentos que se definan para cada selección. 

- Aplicar los instrumentos aprobados para la selección y solicitar los elementos e informes necesarios para su tarea.

- Establecer un orden de mérito entre los aspirantes y elaborar el dictamen definitivo.

Presentación de solicitudes

- La documentación se presentará según el cronograma y las formalidades que se establezcan. 

- Todos los datos consignados por los aspirantes tendrán carácter de declaración jurada. 

Publicidad 

Las nóminas de aspirantes y las de los miembros de la UTS serán exhibidas y remitidas a los sindicatos con actuación en la repartición.

Impugnaciones y recusaciones

Las impugnaciones a los postulantes y las recusaciones a los miembros de la UTS se presentarán por escrito,  debidamente fundadas y previa vista de la UTS, resolverá la autoridad competente en la convocatoria. 

Instrumentos de evaluación de competencias

El objetivo general de la selección es analizar las competencias de los postulantes en relación con el perfil determinado para el puesto, con el fin de identificar a quienes posean las aptitudes, actitudes y valores requeridos para desempeñarlo con  eficiencia y eficacia.

En este sentido, la UTS está facultada para evaluar las competencias ético institucionales, técnico profesionales y actitudinales de los aspirantes. 

El siguiente gráfico ofrece una serie de instrumentos mínimos que facilitan el reconocimiento de cada competencia, entre las cuales los integrantes de la UTS podrán seleccionar según la situación particular y el perfil del postulante.  

Entendemos por competencias al conjunto de saberes que las personas ponen en acción en situaciones laborales y sociales. Involucran valores, conocimientos y actitudes.

Competencias Ético institucionales: 

Herramientas

- Análisis de antecedentes (currículo).

- Entrevista institucional.

Competencias Técnico-Profesionales: 

Herramientas 

- Currículo.

- Presentación y defensa de un proyecto para el área.

Competencias Actitudinales

Herramientas 

- Entrevista psicológica e implementación de herramientas

exploratorias utilizadas en el campo laboral.

- Evaluación de desempeño (opiniones múltiples, consenso de pares).

Dictamen de la Unidad Técnica -  Orden de mérito

El acta dará cuenta de todos los ítems evaluados (antecedentes, oposición, entrevista y desempeño) y el orden de mérito resultante.

Los aspirantes que ocupen los tres primeros lugares en el orden de mérito conformarán la terna de la cual la autoridad competente seleccionará el candidato a designar.

De no existir unanimidad, se elevará un dictamen de mayoría, y uno o más en minoría.

El orden de mérito resultante de la selección será notificado a los aspirantes y publicado a través de carteleras oficiales ubicadas en las dependencias vinculadas con el concurso. Este orden de mérito es PROVISORIO, hasta tanto se resuelvan las impugnaciones u observaciones.

Designación interina

1. Recibido el o los dictámenes de la UTS, el órgano competente para efectuar la designación podrá:

- Solicitar ampliación o aclaración del dictamen, debiendo la UTS expedirse dentro de los cinco (5) días de tomar conocimiento.

- Proceder a la designación del postulante seleccionado de la terna presentada. 

- Proceder de acuerdo con un dictamen de minoría, con expresión de las razones por las que desestima el de la mayoría. 

- Dejar sin efecto la selección.

- Declarar desierta la selección con invocación de causa.

Las impugnaciones que se hayan presentado se deberán resolver por la autoridad competente, mediante resolución fundada.

Cumplidos los plazos se dictará el acto administrativo correspondiente.

2. Para la impugnación del acto administrativo de designación, se deberá proceder conforme los plazos y los recursos determinados en el Decreto Ley 7.647 de Procedimientos Administrativos.

Una Carrera para mejorar el empleo público

Este documento tiene como objetivo establecer los lineamientos preliminares para la implementación de un sistema de carrera administrativa en la provincia de Buenos Aires que permita que los trabajadores del Estado avancen y sean promovidos en la organización, prevea una capacitación actualizada de los conocimientos necesarios para la gestión, y garantice un acceso transparente y abierto a quienes se encuentren formados para ello.

El nuevo sistema deberá tener como objetivo la profesionalización y la mejor administración del personal de la Provincia. En cualquier plan de reforma estructural y administrativa del Estado, el agente público es el verdadero protagonista, dado que en su empeño, satisfacción laboral y creatividad está la esencia del cambio. 

En coincidencia con las tendencias modernas en materia de gestión pública, consideramos que la  profesionalización de la función pública es el proceso a través del cual las instituciones estatales adquieren un conjunto de atributos que les permiten disponer de personal con las aptitudes, actitudes y valores requeridos para el desempeño eficiente y eficaz de sus actividades. 

Implica dos cuestiones fundamentales: a) garantizar a la ciudadanía la profesionalidad y objetividad de los servidores públicos, su vocación democrática y el respeto a los principios de igualdad, mérito y capacidad en las diferentes instancias de la carrera funcionarial; ello debe reflejarse en un cuerpo normativo especial; b) aplicar criterios, métodos y tecnologías que aseguren el acceso de los más aptos, su adecuada ubicación en los puestos de trabajo, la periódica evaluación de su desempeño y eventual promoción, el reconocimiento de una compensación justa por sus servicios y la vigencia de derechos y obligaciones que permitan su realización profesional y su estabilidad en el empleo, en tanto reúna y ratifique su desempeño meritorio y su conducta honesta y transparente. (CLAD, 2004).

Antes de presentar los criterios orientadores de esta propuesta y el modelo de carrera diseñado, nos interesa destacar dos premisas que son, a nuestro entender, la base para cualquier  transformación en políticas de personal en el contexto actual.

1- La necesidad de fortalecer la capacidad del Estado para dar respuestas a las necesidades de la ciudadanía.

2- El respeto y la valoración de las personas que trabajan en el Estado, y la confianza en su capacidad para el cambio y la mejora en su desempeño. Entendemos que la calidad del desempeño se corresponde con la historia, las variables culturales, las políticas de conducción y las características organizacionales de las últimas décadas. En este aspecto nuestra propuesta tiene como horizonte de sentido promover el talento humano al servicio del Estado.

ADMINISTRACION Y GESTION DE PERSONAL

Criterios generales orientadores 

· El Estado tiene la obligación de representar los intereses de la sociedad y dar respuestas a sus demandas a través de organizaciones que cuenten con capacidades político-técnicas, y personas preparadas en materia de gobierno, planificación estratégica, gestión por resultados y procedimientos administrativos, entre otros.

· El fortalecimiento y la modernización del Estado se realizan con sus trabajadores y trabajadoras, siendo ellos los que agregan valor y dan vida a las instituciones públicas a través de sus valores, convicciones, capacidades y conocimientos en materia técnica, administrativa y operativa.

· Una perspectiva ética en materia de gestión pública, que abarca mucho más que herramientas de reducción de la “corrupción” como sinónimo de enriquecimiento ilícito, debe ser compartida social, organizacional e individualmente. Significa una escala de valores que constituya y presida la acción desde la toma de decisiones, incluya el desempeño en y con equipos de trabajo, y valore los resultados de la gestión. La ética en la gestión pública es una variable clave del accionar cotidiano en el Estado que compete a funcionarios y trabajadores.

· Se presenta como necesario implantar nuevos valores, inducir otras conductas y favorecer prácticas diferentes: vincular la recuperación del Estado, mediante la reforma administrativa, con la construcción de una sociedad más equitativa. 

· La participación de los sectores gremiales y trabajadores no agremiados es primordial en la motivación de los trabajadores y su compromiso con el proyecto institucional del Estado, por lo que deben acompañar el diseño del sistema de carrera garantizando la equidad y la inclusión de todos los actores involucrados.

· El impulso de políticas activas para favorecer la equidad de género. Además, promover la protección e integración de las minorías y, en general, la inclusión y la no discriminación por motivos de género, origen social, etnia, discapacidad u otras causas.

· La mayor protección que brindan a los trabajadores del sector público tanto la Constitución nacional como la de la provincia de Buenos Aires mediante la estabilidad en el empleo, se sustenta en la necesidad de preservar la función pública como política de Estado, entendida como tarea profesional, técnica y continua. Con ese fundamento, si bien la estabilidad constituye un derecho subjetivo de los trabajadores, obedece esencialmente a un interés social.

Principios rectores en la gestión de personal

· Igualdad de todos los ciudadanos/as sin discriminación de género, raza, religión, tendencia política, filiación sindical  u otras. 

· Idoneidad, mérito, desempeño y capacidad como criterios orientadores del acceso, la carrera y las restantes políticas de empleo público.

· Eficacia, efectividad y eficiencia de la acción pública, y de las políticas y procesos de gestión del empleo y las personas.

· Transparencia, objetividad e imparcialidad.

· La promoción de la comunicación, la participación, el diálogo, la transacción y el consenso orientado al interés general como instrumentos de relación entre los empleadores públicos y el personal, a fin de lograr el clima laboral más favorable, y un mayor grado de alineamiento entre los objetivos de las organizaciones y los intereses y expectativas del personal.

· Pleno sometimiento a la ley y al derecho.

MARCO CONCEPTUAL

La carrera

Establecidos los criterios generales orientadores y los principios rectores en la gestión de personal, y con el fin de unificar el marco conceptual para el mejor entendimiento de la propuesta, definimos a continuación los términos utilizados en el presente documento.

Plantel básico. El plantel básico es la nómina de cargos presupuestados, cuantitativa y cualitativamente necesarios para el cumplimiento de la misión y objetivos institucionales de los organismos que integran la Administración Pública. 

En su aspecto cualitativo, el plantel básico, debe reflejar las previsiones acerca de los perfiles laborales que se necesitarán para realizar las acciones de las unidades orgánicas, descriptas en el decreto que las aprueba. 

Dotación: Es el conjunto de personas que se desempeñan efectivamente en una organización pública, tanto de planta permanente como temporaria, de tiempo completo o tiempo parcial, del plantel básico propio o personal en comisión.

Carrera administrativa es la denominación del trayecto que tiene ante sí un agente estatal de la planta permanente, desde el ingreso hasta el cese, cuya calidad y oportunidad para el  progreso profesional dependen de su vocación, motivación personal y mérito. 

El sistema de carrera (de la “función pública” o del “servicio civil”, como también se lo denomina en otros países) se configura en base a un marco regulatorio establecido en una ley y en un “régimen de carrera”. Este último a su vez se integra con un sistema escalafonario. 

El  sistema escalafonario establece el proceso por el cual los agentes ingresan, se desarrollan,  aspiran ascender y, finalmente, cesan en el servicio activo. Se asienta en principios fundamentales entre los que merecen citarse: ingreso por idoneidad; desempeño satisfactorio; capacitación; promoción por concurso, igualdad de oportunidades.

El escalafón clasifica a los puestos en grupos ocupacionales, agrupados por funciones, niveles de complejidad, competencias laborales, etc. Constituye la grilla de carrera con posibilidades de movilidad horizontal y/o vertical.

Se entiende por función el rol específico que le tocará desempeñar al titular de un puesto.

Un puesto u ocupación laboral se describe y define por las actividades significativas que deben realizarse, así como por la especificación de los requerimientos de destrezas, conocimientos y competencias que se necesitarán para que un agente pueda desempeñarlo con éxito. 

El cargo es la imputación laboral bajo la cual está consignado presupuestariamente un empleado. Se refiere a la imputación a una partida determinada del presupuesto. Coloquialmente suele utilizarse como sinónimo de puesto. 
El ingreso a la función pública se realiza mediante sistemas públicos de selección que garanticen el acceso por idoneidad, la igualdad de oportunidades y la transparencia del procedimiento. Está siempre supeditado a la existencia de vacantes en el respectivo plantel básico.

El desarrollo de la carrera es la posibilidad de progreso vertical y horizontal en el trayecto de desempeño laboral. Se trata de la movilidad progresiva a la que normalmente aspira todo trabajador/a.

La desafectación o cese es la conclusión de la relación de empleo público y se produce por jubilación, retiro voluntario, renuncia o causas disciplinarias.

Concurso es el mecanismo de selección para la cobertura de cargos del escalafón y de las funciones ejecutivas. Puede ser de antecedentes o de antecedentes y oposición, cerrados o abiertos, según el puesto del que se trate.

Son funciones ejecutivas las específicas de liderazgo y conducción de unidades de la estructura orgánico funcional, que dan cuenta del plan institucional del organismo. Quienes las asumen tienen responsabilidades de dirigir y/o coordinar equipos de trabajo. Son siempre de carácter temporario y asignadas por mecanismos de selección y cumplimiento de requisitos de idoneidad. Corresponden a las de subdirector, jefe de departamento y en su caso jefe de división o cualquier otra denominación a funciones de responsabilidad (jefe de proyecto, jefe de programa, etc.) si se encuentra contemplado como tal en el régimen especial que se establezca.

Las competencias refieren al conjunto de saberes que las personas ponen en acción en situaciones laborales o sociales. Involucran valores -convicciones, principios, posturas éticas-, actitudes -formas de relacionarse con las personas y el mundo-, y conocimientos surgidos del desarrollo intelectual, creativo o físico -principios científicos o técnicos, habilidades o destrezas creativas y/o físicas. En la función pública las agrupamos en competencias ético institucionales, técnico profesionales y actitudinales.

· Competencias ético institucionales: valores que se manifiestan en comportamientos observables y susceptibles de ponerse en práctica en cada puesto de trabajo. Están referidos al respeto por los derechos humanos y las instituciones de la democracia, como así también con la búsqueda de la justicia y la promoción de la inclusión social en el diseño y ejecución de las políticas de Estado. El compromiso debe manifestarse, particularmente, en la institución estatal en la que se presta servicios, conociendo el Plan de Gobierno y/o el Plan estratégico o Institucional del organismo y reconociendo el rol indelegable del Estado en materia de integración social y promoción del desarrollo. Estas competencias son básicas y comunes a todos los grupos, sin perjuicio de otras específicas del mismo carácter que cada puesto demande. 

· Competencias técnico profesionales: Son las competencias específicas y necesarias para el cumplimiento de las acciones correspondientes a un puesto de trabajo determinado. Comprenden: 1) Los conocimientos teóricos, metodológicos y técnicos adquiridos por formación profesional y/o la experiencia. 2) Las habilidades para la utilización de herramientas o instrumentos técnicos propios de una profesión, oficio o especialidad. 3) Las destrezas o entrenamientos físicos e intelectuales que permiten actuar con pericia, arte o ingenio, incluso en situaciones nuevas o no previstas. 

· Competencias actitudinales: Son el conjunto de actitudes y estrategias que pone en juego un trabajador/ra para relacionarse con su entorno laboral y social. Incluye entre otras: capacidad para la integración de equipos; predisposición al cambio; proactividad, comunicación y  propensión a la resolución constructiva de conflictos; capacidad de liderazgo y coordinación de tareas. 
La gestión por competencias supone la definición de los requisitos de cada puesto de trabajo en función del proyecto institucional y su correlato en los perfiles de las personas habilitadas para desempeñarse en él. La descripción de tareas no es un proceso que pueda hacerse de manera abstracta: además del perfil de puesto, es necesario conocer los datos contextuales que lo caracterizan.

Además de la descripción de tareas y perfiles del puesto, la gestión por competencias permite implementar políticas de personal acordes a las necesidades de la organización -en términos del proyecto institucional- y a las posibilidades y expectativas de desarrollo de las personas.

La evaluación de competencias laborales tiene por objetivo sacar una especie de fotografía de la situación laboral de los trabajadores pero basada en el registro del proceso, y referida al nivel de sus conocimientos, habilidades y conductas en sus respectivos puestos de trabajo.

La evaluación de desempeño individual surge de la evaluación institucional y grupal. Tiene carácter permanente, integral y sistemático; es una evaluación continua y fuente de aprendizaje. No es periódica sino constante y se pone en juego al tiempo de sustanciarse concursos para cubrir vacantes de carrera o funciones ejecutivas. La evaluación es un proceso integral que comprende la evaluación de la organización, la de los equipos de programas, la que corresponde a los equipos de proyectos y la evaluación de acciones y tareas. 

En este documento se usa la palabra capacitación, la más difundida, para identificar las acciones formativas que emprenden las organizaciones. Pero preferimos hablar genéricamente de formación para referirnos al conjunto de actividades que personas y organizaciones realizan a fin de aumentar sus capacidades, como expresión de su voluntad de mejorar su actuación en el mundo en el que viven, así como de transformar ese mundo según los valores que sustentan. En nuestro caso, se asocian al deseo de justicia, de autonomía de los pueblos y de respeto de los derechos humanos, entre otros valores que la comunidad universal ha expresado como propios.

La formación/capacitación en el ámbito público no es ni buena ni mala en sí misma: es una actividad puesta al servicio de políticas de Estado. Una política formativa demuestra una voluntad transformadora de la realidad estatal y social, que busca un cambio cultural que vaya más allá de la mera expresión normativa de las políticas estatales. 

En este sentido, se libra una verdadera batalla cultural en relación con formas desactualizadas de organización y funcionamiento, porque se promueve una formación no ligada a meros tecnicismos ni al simple aumento de capacidad informática sino a la necesidad de contar con un plan de acción, gestionar por resultados, monitorearlos, comprometerse con la sociedad a la que se sirve, y lograr una participación real y efectiva, entre otras cuestiones.

Carrera administrativa y estructura orgánico funcional: dos lógicas diferentes

Tradicionalmente, en nuestra Provincia, el desarrollo profesional de los agentes del Estado encontraba su horizonte de sentido en la ocupación de cargos jerárquicos o funciones ejecutivas (actualmente jefaturas de departamento y subdirecciones). El hecho de que estas jefaturas fueran escasas con relación a la cantidad de agentes con aspiraciones de ascenso, históricamente dio lugar a dos situaciones: la “competencia” por los puestos jerárquicos –y, por ende, la frustración de quienes quedaban en el camino sin acceder a ellos-, o la creación de más puestos de jefatura para satisfacer la demanda de crecimiento de los agentes.

El modelo que a continuación se presenta entiende que las estructuras organizativas y la carrera responden a lógicas distintas.

El diseño de las estructuras debe reflejar la organización necesaria para la gestión de gobierno, que se inserta en un proyecto político enmarcado en un plan de gobierno. Este plan debe contemplar las prioridades estratégicas de la conducción política y las necesidades de continuidad de las políticas de Estado. En cambio, la carrera debe ofrecer a los trabajadores y trabajadoras del Estado la posibilidad de desarrollarse en función de sus capacidades y vocaciones. Es así que un sistema de carrera profesional administrativa permite desarrollos laborales independientes de los organigramas que la conducción institucional postula para cada momento histórico y cada programa de gobierno. 

Las posibilidades de avance en la carrera no deben estar ligadas (únicamente) a la conducción de personal o a las responsabilidades programáticas. 

Esta propuesta postula un sistema de carrera horizontal y vertical en el que el avance o lugar ganado se preserve en forma independiente del diseño de las estructuras orgánicas y sus modificaciones, y más allá de la ocupación de funciones ejecutivas. Dicho avance se logra mediante la evaluación de competencias, entendidas como las capacidades adquiridas de diferentes modos a lo largo de la vida de las personas, transformadas en “saberes en acción” al servicio de un proyecto institucional. Este constituye el criterio principal a la hora de medir resultados.

SISTEMA DE CARRERA ADMINISTRATIVA

A continuación se presenta el sistema de carrera diseñado, adaptado a los parámetros y el marco conceptual definido precedentemente. El objetivo es someterlo al debate y enriquecerlo con el aporte de actores sociales y políticos comprometidos con la idea de mejorar la gestión del Estado para la inclusión y la equidad, como también de las condiciones en que se desempeñan los trabajadores/as públicos.

Título I - Estructura de la carrera

1. Como se mencionó, se entiende por plantel básico la dotación de personal cuantitativa y cualitativamente necesaria para el logro de los objetivos y metas de la administración provincial, a través de la realización de las acciones y tareas que se definan para cada una de las distintas jurisdicciones. Los planteles básicos serán presentados anualmente por la Delegación de la Dirección Provincial de Personal de cada organismo y la financiación de estos planteles estará prevista en el Presupuesto.

2. El escalafón, que  representa el conjunto de grupos o agrupamientos y niveles que integran la carrera del agente y que éste puede alcanzar en el desarrollo de la misma, comprenderá grupos, niveles y tramos, ordenados de acuerdo con los requisitos y competencias necesarios y complejidad de las tareas a cumplir

GRUPO: es el conjunto de trabajadores/as del Estado cuyas tareas pueden reunirse en una misma tipología. Cada grupo se divide en niveles.

NIVEL: dentro de un mismo grupo, el nivel se define por la complejidad que alcanzan las tareas. Dado que el nivel está directamente relacionado con la formación, actitud y capacidad del agente, su definición hace referencia a las tareas y a los requisitos para ocuparlo. A su vez, los niveles se diferencian por una progresiva autonomía de criterio para la resolución de problemas y la toma de decisiones, por lo que un correcto desempeño en el nivel anterior se constituye en requisito para alcanzar el nivel mayor. 

TRAMO: los niveles se integran en tramos que responden a un conjunto de niveles consecutivos y similares en cuanto a complejidad de las tareas, grado de autonomía y nivel de responsabilidad. El nivel inferior del tramo resulta la vía de entrada a la carrera en función de los requisitos estipulados para la cobertura de cargos.
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A – PLANIFICACIÓN Y COORDINACIÓN

B – DISEÑO Y EJECUCIÓN TÉCNICA

C – ORGANIZACIÓN Y ADMINISTRACIÓN

D – IMPLEMENTACIÓN Y EJECUCIÓN

Cada sector de la administración asociará sus perfiles específicos con estos agrupamientos, pudiendo mantener la actual denominación. 
3. El personal de planta permanente con estabilidad se integrará, de acuerdo a las funciones que desempeñe, en alguno de los grupos ocupacionales  A, B, C y D. Estos grupos y sus respectivos niveles están definidos por los parámetros que luego se detallan. 

4. Los requisitos que se consignan en cada caso no obstan a la exigencia de otros específicos, según la vacante a cubrir en una repartición determinada. 

Grupo A 

Incluye a los trabajadores/as del Estado de elevada cualificación afectados a la formulación, ejecución y/o supervisión de planes, programas y/o proyectos sustanciales para el desarrollo de las políticas públicas y el funcionamiento de la organización estatal. 

Supone responsabilidad sobre el cumplimiento de objetivos institucionales, con alto grado de autonomía para tomar decisiones dentro de la competencia asignada.

Requiere, además de las competencias técnico profesionales, conocimiento y asunción de los valores y normas institucionales del Estado Provincial y del ejercicio de la democracia; capacidad para la comunicación social y la promoción del protagonismo social y la participación ciudadana; habilidad para la integración de comisiones multisectoriales con representaciones gremiales, empresariales, políticas y sociales para una participación crítica y activa en la elaboración de las políticas de Estado, y predisposición para su formación permanente.

Este grupo comprende once niveles integrados en tres tramos, definidos por las tareas, competencias y requisitos que se detallan a continuación:

Niveles y tramos. El Escalafón del personal del grupo “A” comprende tres (3) tramos que abarcan once (11) niveles definidos por las tareas y requisitos que se detallan a continuación:

Tramo I. Niveles 0 a 3

Tramo II: Niveles 4 a 6

Tramo III: Niveles 7 a 10

TRAMO I - Niveles 0 a 3 

Corresponde a la realización de funciones con aplicación de los conocimientos y técnicas de alta complejidad, que implica ejecución de tareas especializadas tanto en forma individual como conjunta, aplicables a la formulación e implementación de programas y proyectos o provisión de bienes y servicios de alta complejidad técnica.

Requiere capacidad para la participación en la formulación de las políticas institucionales, asunción de compromisos institucionales en el marco de los programas y proyectos de los que participa, asunción de representación institucional y capacidad para la comunicación social, la aplicación de dinámicas grupales y sociales y la integración de equipos interdisciplinarios.

Requisitos: título universitario de grado o terciario en carreras afines con la tarea a desarrollar, de duración no inferior a tres años, o acreditación de idoneidad para el puesto mediante validación de las competencias laborales con intervención de un jurado ad hoc en el marco de los procesos de promoción y concurso que se definen en esta ley.

Experiencia laboral en la especialidad, afín a las funciones, no inferior a cinco años

TRAMO II - Niveles 4 a 6 

Corresponde a la realización de tareas que requieren elevado conocimiento de su profesión, integrada con otras disciplinas, ejecutadas en forma individual o conjunta en la formulación, implementación y evaluación de planes y proyectos.

Requiere conocimiento integral de los planes institucionales, capacidad para la conformación y coordinación de equipos interdisciplinarios y/o que interactúen con similares de otros organismos en el marco de planificaciones globales.

Involucra aptitud para la supervisión de procesos, coordinación de tareas, orientación de la ejecución y control de resultados.

Requisitos: título universitario con especialización (de posgrado o capacitación formal específica acreditada) o acreditación de idoneidad para el puesto mediante validación de las competencias laborales con intervención de un jurado ad hoc, en el marco de los procesos de promoción y concurso que se definen en esta ley.

Experiencia laboral en la especialidad, afín a las funciones, no inferior a seis años.

TRAMO III -  Niveles 7 a 10 

Corresponde a la realización de tareas de planificación, implementación, supervisión y evaluación  de proyectos, planes y políticas que requieren amplios y actualizados conocimientos  específicos de su profesión y competencias institucionales y actitudinales acreditadas.

Implica capacidad para la implementación y seguimiento de Planes Estratégicos, así como para la conducción y supervisión de equipos intra e interinstitucionales, o comisiones intersectoriales con participación de representaciones políticas, sociales, académicas, económicas y gremiales. 

Requisitos: título universitario de posgrado (maestría/ doctorado o capacitación formal específica en instituciones nacionales o internacionales reconocidas en la especialidad), o acreditación de idoneidad para el puesto mediante validación de las competencias laborales (intelectuales, institucionales y actitudinales) con intervención de un jurado ad hoc, en el marco de los procesos de promoción y concurso que se definen en la ley y/o convenio colectivo.

Experiencia laboral en la especialidad, afín a las funciones, no inferior a siete años.


Grupo B 

Comprende a los trabajadores/as con formación y competencias aplicadas al  planeamiento, organización, ejecución y/o supervisión de planes, programas, proyectos y/o actividades permanentes de los organismos, con funciones profesionales, técnico-administrativas, o que requieran de la utilización intensiva de herramientas tecnológicas. 

Supone responsabilidad sobre el cumplimiento de metas institucionales, con autonomía para tomar decisiones dentro de la competencia asignada.

Requiere, además de las competencias técnico profesionales, el conocimiento y asunción  de las normas y valores que sustentan las políticas institucionales, así como capacidad para la comunicación institucional y social, habilidades para la conformación y conducción de equipos interdisciplinarios y creciente autonomía en la toma de decisiones.

Niveles y tramos. El Escalafón del personal del grupo “B” comprende tres (3) tramos que abarcan once (11) niveles definidos por las tareas y requisitos que se detallan a continuación:

Tramo I. Niveles 0 a 3

Tramo II: Niveles 4 a 6

Tramo III: Niveles 7 a 10

TRAMO I -  Niveles 0 a 3 

Corresponde a la realización de tareas profesionales, técnicas o administrativas que se llevan a cabo conforme a normas y métodos preestablecidos, complementarias de tareas técnico profesionales complejas. 

Capacidad para la integración de equipos de  trabajo, y comunicación interpersonal y grupal.

Requisitos: título técnico; estudios terciarios o profesionales completos o incompletos; pudiendo prescindirse de esa exigencia siempre que se posea título secundario y se acredite idoneidad para el puesto mediante validación de las competencias laborales con intervención de un jurado ad hoc, en el marco de los procesos de promoción y concurso que se definen en la ley y/o convenio colectivo de trabajo.

TRAMO II -  Niveles 4 a 6 

Corresponde a la realización de tareas administrativas o  técnico profesionales complejas, que requieren mayor conocimiento de la especialidad, capacidad para integrar y coordinar grupos de trabajo y desempeñarse en tareas de supervisión.

Implica capacidad para la participación en la elaboración y evaluación de políticas institucionales y asunción de responsabilidades de representación institucional. Asimismo, requiere el conocimiento y aplicación de técnicas de comunicación grupal, conocimiento y aplicación de dinámicas de comunicación institucional y social y colaboración en políticas de participación ciudadana. Supone habilidades para la toma de decisiones de creciente complejidad técnica y capacidad de participación en equipos interdisciplinarios.

Requisitos: Estudios terciarios o universitarios completos; o acreditación de idoneidad o acreditación de idoneidad para el puesto mediante validación de las competencias laborales con intervención de un jurado ad hoc, siempre que pose título secundario y experiencia laboral atinente a las funciones no inferior a 10 años.

TRAMO III - Niveles 7 a 10 

Corresponde a la realización de tareas que suponen conocimiento elevado de la especialidad técnico profesional, incluyendo los desarrollos de última generación. 

Requiere capacidad para la programación, ejecución, coordinación, supervisión y control de programas y proyectos, con manejo de grupos operativos; conducción de equipos interdisciplinarios de trabajo, y habilidad para la comunicación y la negociación colaborativa.

Requisitos: título universitario o terciario de duración no inferior a tres años en carreras afines con  las características de las tareas inherentes a cada puesto en particular; o  acreditación de idoneidad para el puesto mediante validación de las competencias laborales con intervención de un jurado ad hoc.

Experiencia laboral afín a las funciones del puesto, no inferior a tres años.

Grupo C

Comprende a los trabajadores/as  del Estado afectados a tareas de elaboración, evaluación y tramitación de documentación e información, aplicación de normas de procedimiento administrativo y utilización operativa de aplicaciones informáticas, manejo de bienes y valores y coordinación y organización de programas institucionales.

Corresponde a funciones que implican diversidad de tareas y exigen conocimientos o pericia en la aplicación de técnicas específicas.

Supone responsabilidad sobre resultados de procedimientos y tareas individuales o grupales, con sujeción a objetivos y métodos específicos, con autonomía acorde a la competencia asignada.

Requiere, además de las competencias actitudinales relativas a la comunicación interpersonal y grupal, capacidad  para la resolución de problemas y la toma de decisiones, habilidad para la coordinación de equipos de trabajo y para la integración de gabinetes institucionales. 

Niveles y tramos: El Escalafón del Personal del Grupo “C” comprende once (11) niveles integrados en tres (3) tramos, definidos por las tareas y requisitos que se detallan a continuación: 

Tramo I: Niveles 0 a 3

Tramo II: Niveles 4 a 6

Tramo III: Niveles 7 a 10

TRAMO I -  Niveles 0 a 3

Corresponde a la realización de tareas de rutina, complementarias de trabajos complejos. Implica capacidad para la redacción autónoma de notas y documentos simples. Manejo eficiente de procesadores de texto o planillas de cálculo, sujeto a control y orientación. Desempeño autónomo en tareas de servicios asistenciales directos a grupos numerosos.

Capacidad de comunicación interpersonal y grupal, para la integración de equipos de trabajo y para la realización de consignas de trabajo de baja complejidad. Supone respeto por las políticas institucionales y compromiso con los proyectos de los que se participa. 

Requisitos: Polimodal  -o el nivel educativo equivalente que se hallare en vigencia al momento de concluir el agente sus estudios en dicho nivel- completo, o no habiendo completado el nivel medio,  acreditación de idoneidad para el puesto mediante validación de las competencias laborales con intervención de un jurado ad hoc, en el marco de los procesos de promoción y concurso que se definen en la ley y/o convenio colectivo.

TRAMO II -  Niveles 4 a 6 

Corresponde a la realización de tareas para las que se necesita autonomía en el manejo de información, en la elaboración y tramitación de documentación y en la resolución de problemas. Requiere capacidad para la redacción autónoma de notas e informes, incluyendo actos administrativos. Manejo eficiente de procesadores de texto, bases de datos y planillas de cálculo.

Habilidad para la elaboración y manejo de sistemas informatizados de registro de cierto grado de complejidad o para la organización de servicios de atención asistencial directa a grupos numerosos.

Conocimiento de los programas institucionales, participación en su evaluación y capacidad para la coordinación de pequeños grupos de trabajo.

Requisitos: Polimodal completo o el nivel educativo equivalente que se hallare en vigencia al momento de haber completado el agente sus estudios en dicho nivel, o no habiendo completado el nivel medio, acreditación de idoneidad para el puesto mediante validación de las competencias laborales con intervención de un jurado ad hoc, en el marco de los procesos de promoción y concurso que se definen en la  ley o convenio colectivo.

TRAMO III -  Niveles 7 a 10 

Corresponde a la realización de tareas de programación, ejecución, coordinación y supervisión de actividades administrativas o de servicios asistenciales complejos. 

Requiere autonomía en el manejo de la información, en la elaboración y tramitación de documentación y/o en la resolución de problemas.

Implica habilidad para la redacción autónoma de actos administrativos, manejo de distintos utilitarios informáticos y utilización de sistemas informatizados de registro con cierto grado de complejidad. 

Participación en la elaboración y evaluación de programas institucionales, compromiso con los proyectos que los integran, capacidad para la coordinación de grupos de trabajo y participación en gabinetes institucionales. Capacidad de comunicación interpersonal, grupal y social, con posibilidad de representación institucional frente a terceros. 

Requiere habilidad para la resolución de problemas y la toma de decisiones, así como la resolución de conflictos en los equipos bajo su coordinación.

Requisitos: título Terciario relacionado con las ciencias administrativas o la asistencia social, o acreditación de idoneidad para el puesto mediante validación de las competencias laborales con intervención de un jurado ad hoc, en el marco de los procesos de promoción y concurso que se definen en la ley o convenio colectivo.

Grupo D

Comprende a los trabajadores/as del Estado que realizan funciones que requieren conocimientos prácticos de oficios o habilidad para una tarea auxiliar o de servicio, y asimismo al personal que, sin reunir este requisito, secunda a los primeros para la obtención de un resultado. 

Supone responsabilidad sobre el resultado de las tareas individuales o grupales establecidas por un superior, con o sin supervisión directa.

Requiere, además de las competencias de carácter técnico profesional, competencias referidas al respeto por las instituciones en las que se desempeña o con las que interactúa, compromiso con la ejecución de las políticas institucionales, capacidad de comunicación interpersonal y grupal, capacidad de integración y/o coordinación de equipos y de participación en una agenda grupal de trabajo.

Niveles y tramos: el Escalafón de Personal del Grupo “D” está compuesto por once (11) niveles integrados en tres (3)  tramos, los que están determinados por las tareas y requisitos que se detallan a continuación.

Tramo I : Niveles 0 a 3

Tramo II: Niveles 4 a 6

Tramo III: Niveles 7 a 10

Tramo I  -  Niveles 0 a 3 

Corresponde a la realización de tareas no especializadas por parte de operarios no calificados en la etapa inicial de aprendizaje de un oficio o servicio.

Implica la ejecución de trabajos complementarios, bajo supervisión directa, por lo que se requiere respeto por los acuerdos institucionales y laborales establecidos; competencias técnicas de baja complejidad, capacidad de comprensión y realización de consignas de trabajo, con una fuerte inclinación al aprendizaje de un oficio o la adquisición de una habilidad o destreza. 

Requisitos: se requiere Educación General Básica (EGB) completa o el nivel educativo equivalente que se hallare en vigencia al momento de haber completado el agente sus estudios en dicho nivel.

TRAMO II -  Niveles 4 a 6 

Corresponde a la realización de tareas con cierto grado de especialización para el manejo de herramientas e instrumentos por parte de personal calificado, con dominio de las normas técnicas aplicables a un oficio o servicio, y capacidad para  realizar trabajos con criterio propio.

Los agentes, en este Tramo, deben colaborar con los proyectos institucionales, participar de su evaluación y reformulación, y proponer cambios en su implementación. Supone capacidad para instruir y supervisar personal de niveles inferiores; capacidad de coordinación de equipos, de organización y realización de reuniones operativas y de elaboración de agendas de trabajo. 

Requisitos: EGB completa o el nivel educativo equivalente que se hallare en vigencia al momento de haber completado el agente sus estudios en dicho nivel y acreditación de idoneidad para el puesto mediante validación de las competencias laborales con intervención de un jurado ad hoc, en el marco de los procesos de promoción y concurso que se definen en la ley o convenio colectivo.

TRAMO III -  Niveles 7 a 10 

Corresponde a la realización de tareas de planificación, ejecución, coordinación, supervisión y control para la materialización de proyectos, por parte de personal calificado en el área de su competencia. 

Asimismo, este Tramo se corresponde con un compromiso creciente con programas y proyectos institucionales, participación en reuniones con otros agentes a cargo de la coordinación de proyectos, entre otras competencias relativas a la asunción de responsabilidades institucionales.

Las responsabilidades propias de este tramo suponen habilidad para la coordinación de equipos de proyecto en los que pueden participar integrantes con diferentes oficios. Implica capacidad para realizar tareas especializadas y supervisar planteles de personal de menor nivel de competencias; capacidad de comunicación y liderazgo grupal, capacidad para la resolución de conflictos laborales e iniciativa para generar alternativas para la ejecución de los proyectos.  

Requisitos: EGB completa o el nivel educativo equivalente que se hallare en vigencia al momento de haber completado el agente sus estudios en dicho nivel y acreditación de idoneidad para el puesto mediante validación de las competencias laborales con intervención de un jurado ad hoc, en el marco de los procesos de promoción y concurso que se definen en la ley o convenio colectivo. Antecedentes de realización de funciones equivalentes en el ámbito público o privado.

Título II - Régimen de ingreso. Desarrollo de carrera, promociones, cambios de grupo. Concursos. Capacitación. Evaluación de desempeño.

Régimen de ingreso

El ingreso siempre se realiza mediante sistemas públicos de selección que garanticen la igualdad de oportunidades y la transparencia del proceso selectivo. 

El ingreso a la carrera se produce, mediante concurso, cuando existe una vacante en el plantel básico en los niveles 0, 4 ó 7 de cualquiera de los grupos y siempre que no haya sido posible cubrirla con trabajadores/as de la Administración Pública Provincial. 

En el concurso correspondiente se valorará el nivel de instrucción, idoneidad y competencias de los postulantes. Los requisitos y condiciones de ingreso específicos para cada caso serán diseñadas por la Delegación de la Dirección Provincial de Personal de la jurisdicción y el apoyo técnico de la Subsecretaría de la Gestión Pública, mediante el procedimiento que se determinará reglamentariamente (decreto o convenio colectivo) para todos los concursos.

Por su parte, la Ley determinará las condiciones generales de ingreso, bajo los principios básicos establecidos en el artículo 103 inciso 12 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

Desarrollo de carrera

Se entiende por desarrollo de carrera los sucesivas promociones por avances de nivel y/o cambios de grupo de los trabajadores del Estado, sobre la base de concursos de antecedentes y oposición donde se tendrán en cuenta el nivel educativo, formación, antecedentes, desempeño, desarrollo de competencias y mérito.

A los efectos de una mejor comprensión, denominamos “crecimiento de carrera” al avance en el escalafón, cada dos años, al nivel inmediato superior, siempre que se reúnan los requisitos necesarios del nuevo nivel y se aprueben los procesos de evaluación que correspondan en cada caso. Llamaremos, en cambio, “desarrollo de carrera a las situaciones de cambio cualitativo de más de un nivel, lo que incluye cambio de grupo,  con avances que se evalúan mediante mecanismos de mayor complejidad.

Promociones

El sistema de promoción permite que los agentes, cualquiera sea su ubicación escalafonaria, puedan concursar para optar a una mejor posición dentro del escalafón. Esa movilidad se puede producir por:

· promoción al nivel inmediato superior dentro del mismo grupo (crecimiento de carrera);

· promoción por cambio de un nivel a otro no inmediato dentro del mismo grupo (desarrollo de carrera);

· promoción por cambio de grupo. (desarrollo de carrera)

En principio, la promoción queda supeditada a la existencia de vacante y se realiza a través de un concurso organizado sobre la base de los principios de la ley marco, mediante el procedimiento que establezca la reglamentación o el convenio colectivo, y de acuerdo con las particularidades del puesto y los perfiles de competencia requeridos. 
Excepcionalmente, la promoción podrá realizarse mediante la reconversión del grupo y/o nivel del cargo que ocupa el/la trabajador/a, sin que esté supeditado a la existencia de vacante. En dicho caso, la vacante liberada por el trabajador/a se reconvertirá al nivel ingresante  del tramo que corresponda, según los perfiles que requiera el organismo de acuerdo con su plan institucional. 

Los cargos escalafonarios a los que se accede por promoción mediante concurso tienen carácter ordinario y estabilidad.

Concursos

Los cargos del escalafón y las funciones ejecutivas de la administración pública de la provincia de Buenos Aires serán cubiertos por concursos de antecedentes o de antecedentes y oposición, cerrados o abiertos, según el puesto del que se trate. 

Los principios que los regirán son: idoneidad, igualdad de oportunidades, transparencia e imparcialidad, mediante la publicidad, la participación y la eficacia, fiabilidad y validez de los instrumentos que se utilicen en el procedimiento de selección

Los concursos serán organizados e implementados por la Delegación de la Dirección Provincial de Personal de la jurisdicción, con la supervisión de la Dirección Provincial de Personal y la asistencia técnica de la Subsecretaría de la Gestión Pública, de acuerdo con los lineamientos generales que legalmente se establezcan. El procedimiento y la participación de las organizaciones sindicales estarán reglados en el Convenio Colectivo respectivo o por vía reglamentaria en su ausencia.

Concursos de antecedentes y oposición

Como la palabra lo indica, cuando el concurso es de antecedentes los postulantes presentan los que corresponden a su formación y desempeño profesional y laboral, además de los de carácter personal.

En cambio cuando se agrega la “oposición”, los candidatos a la cobertura del cargo deberán presentar un plan de acción o propuesta de desarrollo a cumplimentar durante su gestión. Esta propuesta constituye una parte muy importante en la evaluación de los postulantes, ya que demostrará el conocimiento y compenetración con el cargo que se concursa.

Concursos cerrados

· Internos: son aquellos procesos de selección en los que pueden participar solamente los trabajadores/as de la planta permanente de una misma dirección provincial, general o dependencia de igual jerarquía que reúnan los requisitos para el puesto y posean las competencias requeridas.

· Intrajurisdicción: son aquellos procesos de selección en los que pueden participar todos los trabajadores/as que desempeñan funciones de planta permanente de la jurisdicción (ministerio, secretaría, etc.) que reúnan las condiciones generales y específicas exigidas.

· Interjurisdicción: son aquellos procesos de selección en los que pueden participar todos los trabajadores/as que desempeñen funciones en la planta permanente de la administración pública provincial, y que reúnan las condiciones generales y específicas exigidas.

Concursos abiertos

Son aquellos procesos de selección en los que puede participar toda persona que reúna las condiciones generales y específicas exigidas, pertenezca o no a la administración.

Concursos para cubrir vacantes en cargos del escalafón

A- Si la vacante corresponde a los niveles 0, 4 ó 7 cualquiera sea el Grupo se realizará un concurso del que pueden participar los trabajadores de la jurisdicción, de otras jurisdicciones.  Cuando no pueda ser cubierta con agentes de la Administración Pública, la convocatoria se extiende la ciudadanía en general que cumplan con los requisitos estipulados para:

· Ingreso a la administración pública provincial

· El grupo y tramo al que corresponda el cargo vacante.

· El perfil establecido por la Dirección a la que corresponda la vacante, con intervención de la  Delegación de la Dirección Provincial de Personal de la jurisdicción. 

B- Si la vacante pertenece a los niveles 1, 2, 3, 5, 6, 8, 9 ó 10, cualquiera sea al grupo, el cargo será cubierto mediante concurso interno dentro de una misma dirección provincial, general o dependencia de igual jerarquía de la jurisdicción por trabajadores/as del Estado de un mismo u otro grupo que cumplan con los requisitos para:

· El grupo y tramo al que corresponda el cargo vacante;

· El perfil establecido por la Dirección a la que corresponda la vacante, con intervención de la  Delegación de la Dirección Provincial de Personal de la jurisdicción. 

En caso que el concurso interno sea declarado desierto podrá abrirse un nuevo concurso intrajurisdiccional para trabajadores de todas las dependencias de una misma jurisdicción de la Administración Pública Provincial que cumplan con los requisitos. 

Cuando este concurso también sea declarado desierto podrá abrirse uno nuevo de carácter interjurisdiccional a trabajadores de toda la Administración Pública Provincial que cumplan con los requisitos.

Si fuera declarado nuevamente vacante se convocará un concurso abierto al público en general. En este caso será considerado un concurso de ingreso y el seleccionado podrá ubicarse en un nivel que no sea la base del tramo.

Cese en la función pública

El cese en la condición de agente estatal se produce normalmente por jubilación ordinaria o anticipada. También el trabajador/a puede optar por renunciar o ser dado de baja a raíz de sanciones disciplinarias de cesantía o exoneración. 

Capacitación

La formación de los trabajadores y trabajadoras del Estado ha pasado a ser un eje fundamental del fortalecimiento de las instituciones públicas. Se trata de la preocupación por crear “organizaciones con capacidad de aprender”, con capacidad para intercambiar saberes, y no saberes teóricos sino saberes en acción; lo que la bibliografía especializada ha denominado competencias. Por lo tanto, no deben considerarse solamente las horas de cursos tomados, los títulos obtenidos,  sino los saberes puestos en acción.

El sistema formativo debe estar orientado al fortalecimiento de las instituciones estatales, mediante la incorporación o creación de nuevas tecnologías y de saberes teóricos y prácticos aplicables a la acción concreta, que resulten  eficaces para la consecución de los objetivos institucionales formulados para el bien común.

Los contenidos formativos deben contemplar el fomento de un clima institucional adecuado para el desarrollo pleno de las potencialidades laborales y personales, la conformación de equipos y el trabajo grupal, la construcción de liderazgos democráticos y participativos y una cultura favorable al re-conocimiento de la política como herramienta de gobierno

Necesitamos formar/capacitar para mejorar la formulación y ejecución de las políticas públicas, para aplicar una tecnología más eficaz y eficiente, para evaluar críticamente y de conjunto los resultados obtenidos, para compartir y aprovechar experiencias, y para recomenzar desde un lugar diferente, integrando la experiencia y los conocimientos que aportan los agentes públicos.

Necesitamos promover el aprendizaje de métodos de análisis situacional (conocimiento y análisis crítico de la historia y la identidad de la organización a la que se pertenece), principios y técnicas referidos a la comunicación interpersonal, el liderazgo y la organización de grupos, la conformación de equipos. Muchos de estos saberes colaboran para la conformación de equipos integrados por agentes políticos, administrativos y técnicos capaces de reunirse alrededor de proyectos. La histórica confrontación entre estos grupos, que los lleva a recelarse mutuamente y a anular esfuerzos, es un tema a debatir y superar.

Los convenios colectivos y/o la reglamentación, establecerán las condiciones necesarias para que los trabajadores y trabajadoras del Estado realicen los cursos y acciones de capacitación pertinentes para un mejor desempeño de sus funciones teniendo en cuenta los criterios antes mencionados. 

El organismo rector en temas de formación y capacitación es el Instituto Provincial de Administración Pública (IPAP). 

Evaluación de desempeño 

El principal componente de este subsistema será una evaluación de desempeño institucional relacionada con los objetivos y metas alcanzados en el período evaluado.

En este marco se realizará la evaluación del desempeño individual, de carácter permanente, integral y sistemático referido a las formas de integración de los sujetos a los planes institucionales, a través de un correcto y pertinente desempeño de sus funciones, tanto individualmente como en grupo.

La evaluación de desempeño individual se realizará en las oportunidades que requieran movilidad en la carrera, a pedido del trabajador o de oficio por necesidades de gestión, según la modalidad especificada en la reglamentación o en el convenio colectivo correspondiente.

Sin perjuicio de lo antedicho, las jurisdicciones implementarán un sistema de incorporación permanente al legajo de los/las trabajadores/as de todo antecedente que a criterio del trabajador y/o de los directivos, deben quedar registrados en virtud de resultar indicadores del desempeño del agente. 

El convenio colectivo general y/o sectorial podrá incluir parámetros de evaluación adaptados a las particularidades de actividades específicas, y establecer las modalidades de participación de las asociaciones sindicales con actuación en el organismo que corresponda.

La evaluación del desempeño no debe constituir sólo un instrumento de notación del desempeño pasado, sino que debería contribuir para la valorización del desempeño futuro. La evaluación del desempeño deberá entonces servir para modificar expectativas, motivar al personal, resolver problemas y “administrar” la mejora del desempeño desde un punto de vista global dentro de la organización. 

El objetivo principal será el desarrollo del personal, y postula una implicancia de la persona “evaluada” como sujeto constructor del proceso de evaluación y no sólo como “controlado”.

Los sistemas de evaluación deben incorporar mecanismos por medio de los cuales las personas puedan manifestar su discrepancia frente a la valoración efectuada, y hacer llegar la misma tanto a sus supervisores como a instancias superiores. Deberá velarse por evitar y sancionar una utilización inadecuada de la evaluación como apoyo de prácticas arbitrarias, despóticas o incursas en la figura del acoso moral.

La evaluación de los agentes será la etapa final de un proceso mayor, en el cual se entrecrucen y acumulen elementos diferentes. Se comenzará por la evaluación y control de gestión del organismo todo, previo diseño de indicadores de procesos, de productos y de resultado; posteriormente, y en este marco, se evaluarán las personas que trabajan en esa organización; se incluirá la auto evaluación y la evaluación grupal, que serán tenidas en cuenta por una junta de evaluación que integre opiniones múltiples. 

Retribuciones

1-  Todo agente tiene derecho a una retribución de sus servicios de acuerdo con su ubicación en el respectivo grupo. El sueldo correspondiente se verá modificado por lo que determine la legislación vigente en materia de antigüedad y demás adicionales, que se calculará sobre el básico que corresponda a cada grupo y nivel.

2-  El sueldo correspondiente a cada uno de los grupos y niveles se determinará multiplicando el salario básico del Grupo D Nivel 0 por el coeficiente asignado a cada nivel. 

3-  Los sueldos establecidos en el punto 2 corresponden a la jornada normal o habitual de labor que se fije para las distintas jurisdicciones.

La equidad debe ser el principio rector del diseño de las estructuras retributivas, así como el atributo básico de éstas. La equidad de la compensación se manifiesta tanto hacia el interior como hacia el exterior de la organización.

Título III - Ocupación de funciones ejecutivas y de conducción 

La estructura orgánico funcional es la organización que adoptan las jurisdicciones y organismos centralizados y descentralizados de la administración pública para el cumplimiento de los compromisos asumidos sectorialmente y previstos en el plan de gobierno. La expresión gráfica de estas organizaciones son los organigramas, que representan las unidades de trabajo y el sistema de autoridad formal de la organización, con sus posiciones jerárquicas relativas. Las unidades de trabajo están dirigidas por quienes asumen funciones de conducción y ejecutivas.

Las funciones de conducción determinadas en las estructuras orgánicas son ministro, secretario de la Gobernación; subsecretario, director provincial, director general, director o denominaciones similares con los rangos mencionados.

Las funciones ejecutivas son subdirector y jefe de departamento, las cuales deben cubrirse con trabajadores de la planta permanente del Estado aun cuando no forman parte de la carrera, excepto que no haya postulantes que reúnan las condiciones requeridas.

Asignación de funciones ejecutivas. Concurso.

El personal de la planta permanente puede acceder a las funciones de jefe de departamento o subdirector si se presenta al concurso correspondiente.

La posición que en tal caso alcanza no tiene carácter permanente: es sin estabilidad. Ello es así por tratarse de una función. A fin de regularizar la situación del agente que asuma una función ejecutiva, se dispondrá, de ser necesario, el pase a la jurisdicción por el tiempo en que mantenga tal función, con retención del cargo de origen y pudiendo presentarse a los concursos para cubrir cargos de niveles superiores. Concluida la función ejecutiva, retoma el cargo y la función de reserva.

Cuando sea necesario cubrir una vacante de subdirector o jefe de departamento la delegación de la Dirección Provincial de Personal de la jurisdicción, la Dirección Provincial de Personal y la Subsecretaría de la Gestión Pública establecerán conjuntamente el perfil y los requerimientos para el cumplimiento de las funciones en cuestión, y establecerán las condiciones para la ejecución de un concurso intrajurisdiccional para el otorgamiento de dichas funciones a quien resulte ganador del mismo.

En caso de declararse desierto se podrá llamar a concurso interjurisdiccional. 

Si fuera declarado nuevamente vacante se abrirá por excepción concurso abierto a la ciudadanía en general. En este caso se deberá crear un cargo de planta temporaria previamente definido en las condiciones establecidas para el concurso. Dicho cargo cesará en forma automática con el cese de las funciones.

Designación en funciones de conducción

Por vía reglamentaria, con intervención de la Subsecretaría de la Gestión Pública, se establecerá el procedimiento y requisitos generales de idoneidad y el perfil de competencias específicas que deben reunir los directores y directores generales/provinciales

Periodicidad de las funciones ejecutivas y de conducción

Las funciones ejecutivas (jefes de departamento y subdirectores) se concursan con una periodicidad de cuatro (4) años y podrá presentarse al concurso quien lo desempeñara con anterioridad. Excepcionalmente, podrá establecerse una duración menor no inferior a dos (2) años.

Los requisitos de idoneidad y competencias exigidos para las funciones de conducción se revisan y convalidan cada cuatro (4) años o periodos inferiores en función de la evaluación de desempeño y de acuerdo con el procedimiento que reglamentariamente se establezca, en caso de considerarlo necesario la autoridad superior y con intervención de la Subsecretaría de la Función Pública.

Condiciones de permanencia

Todos aquellos trabajadores/as del Estado que accedan a una función ejecutiva o de conducción deberán fortalecer sus competencias durante el período en que cumplan las funciones a través de las acciones de capacitación que oportunamente se establezcan.

Retribución

l desempeño de funciones ejecutivas será retribuido mediante un suplemento por función durante el período de duración del puesto.

Cese de la función ejecutiva

El ejercicio de la función ejecutiva cesará por las causas que se determinen reglamentariamente (renuncia, supresión de cargos por modificación de estructuras, etc.) y ante el vencimiento del plazo por el que fue designado. 
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� Fuente INDEC 


� Fuente Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires. 


� Fuente Ministerio de Economía de la Nación año 2000


� Excluido el personal sin relación de empleo.


� Incluye conocer cómo está compuesto el salario en las diferentes jurisdicciones de la 10.430, redefinir las URPES y recomponer el salario incorporando a la retribución los conceptos permanentes, con lo cual se empieza a reconstruir la seguridad social.


� Si bien esta guía se focaliza en la cobertura de los cargos jerárquicos, sus instrumentos también pueden ser utilizados para el ingreso de personal y cobertura en el plantel básico.


� El cargo es la imputación presupuestaria bajo la cual está consignado un empleado. Coloquialmente suele utilizarse como sinónimo de puesto. (Documento 6.1 del Plan Trienal de la Gestión Pública).





� El puesto se describe y define por las actividades que debe realizar quien lo desempeñe. (Documento 6.1 del Plan Trienal de la Gestión Pública).





� Por tratarse de una experiencia participativa, sugerimos que tanto el reglamento como de los instrumentos de selección surjan del diseño consensuado con los gremios, preservando los principios enunciados al inicio de la presente.


En el caso de que la autoridad deniegue el pedido comunicará su decisión fundada al interesado y a los sindicatos con actuación en el organismo.


� Las herramientas citadas son sólo a modo de ejemplo.





� Carta Iberoamericana de la Función Pública, 2003. – Evaluación del rendimiento, punto 28.
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